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Organizaciones Colectivas y Políticas Públicas Urbanas en torno a los Procesos 
de Gentrificación en Chapinero Alto 
Resumen:  
Los centros tradicionales de las principales ciudades del mundo han venido 
experimentando procesos de gentrificación a través de, por ejemplo, proyectos de 
renovación urbana que terminan desplazando a residentes sin poder adquisitivo debido 
a la valorización del suelo. Estas políticas han sido favoredecedoras del mercado y han 
vulnerado el derecho a la ciudad de las poblaciones de bajos ingresos que han ocupado 
durante años estos lugares. Como consecuencia de lo anterior han surgido, en las 
úlltimas décadas, organizaciones barriales de resistencia que actúan en defensa del 
territorio y que, a través de acciones colectivas, han generado procesos 
contragentrificadores.  
Palabras clave: Gentrificación. Políticas urbanas. Organizaciones colectivas. 
Contragentrificación.  
 
Collective Organizations and Urban Public Policies around Gentrification 
Processes in Chapinero Alto 
Abstract: 
The traditional centers of the main cities of the world have been experiencing 
gentrification processes through, for example, urban renewal projects that end up 
displacing residents who lack purchasing power due to the rising prices of the land. These 
policies have been favorable to the market and have violated the right to the city of low-
income populations that have occupied these places for years. As a result of the 
foregoing, neighborhood organizations of resistance which act in defense of the territory 
have emerged in the last decades and, through collective actions, have generated 
contragentrification processes. 





Organizaciones Colectivas y Políticas Públicas Urbanas en torno a los Procesos 
de Gentrificación en Chapinero Alto 
Collective Organizations and Urban Public Policies around Gentrification 
Processes in Chapinero Alto 
Análisis de Contexto  
Durante las últimas décadas, algunas de las principales ciudades del mundo han venido 
experimentando procesos acelerados de transformación de los centros tradicionales al 
adquirir valor inmobiliario por su ubicación estratégica y por la disponibilidad de servicios. 
Este proceso ha traído consigo grandes proyectos de renovación urbana, buscando crear 
nuevos ejes de atractivos turístico, cultural, comercial o inmobiliario, que atraigan 
pobladores con alto poder adquisitivo y generando el desplazamiento de los habitantes 
que tradicionalmente habitaron estas zonas. 
Este fenómeno, definido como gentrificación, no es nuevo, y se vio reflejado en los 
grandes proyectos de renovación en la Paris del siglo XIX de Georges-Eugène 
Haussmann (Gravagnuolo, 1998), o en la Nueva York de los años 50 de Robert Moses 
(Harvey, 2013); pero en los últimos años se ha incrementado por dinámicas relacionadas 
con: el valor y uso del suelo, el turismo cultural, o por la realización de mega eventos, 
como en  Rio de Janeiro, en donde, debido a eventos deportivos de nivel internacional 
— Copa Mundial de Fútbol de 2014 — se reubicaron  favelas que residían en lugares 
próximos a los eventos deportivos (Rius-Ulldemolins & Posso, 2016).  
En Ciudad de México, en sectores como la Alameda Central, han surgido dinámicas 
gentrificadoras a través de programas de renovación de las áreas centrales que han 
terminado por desplazar a los grupos poblaciones de bajos ingresos (Salinas, 2009). En 
Chile, después de la crisis inmobiliaria de 1997, se dio un proceso de gentrificación 
impulsado por el Estado, quien generó incentivos fiscales para la densificación de los 
barrios populares. Esta medida transformó la estructura espacial y socioeconómica de 
estos barrios tradicionales (Valencia, 2012). En Argentina se han dado procesos de 
gentrificación en el centro histórico de Buenos Aires como resultado del desarrollo del 
turismo, lo que ha atraído a cadenas hoteleras y ha terminado por desplazar a los 
residentes de bajos ingresos dados los incrementos en los costos de vida (Janoschka, 
2016). 
Como respuesta a los procesos de transformación urbana han surgido grupos 
contestatarios, como la Alianza Nacional por el Derecho a la Ciudad en Estados Unidos, 
o el Movimiento por una Vivienda Digna en España, que han permitido reivindicaciones 
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urbanas importantes, devolviendo la esperanza en el poder de las colectividades para la 
construcción de ciudad (Vargas, 2015).  
En el caso colombiano, este fenómeno se ha manifestado en ciudades como Cartagena, 
impulsado por el turismo cultural luego de que, en los años 80, la UNESCO declarara el 
centro histórico de la ciudad como patrimonio de la humanidad, atrayendo el interés de 
inversionistas privados que buscaron comprar los inmuebles allí ubicados, lo que se 
tradujo en un aumento del valor inmobiliario de esta zona. En los últimos años, el sector 
de Getsemaní también se ha convertido en un lugar atractivo para cadenas hoteleras y 
bares nocturnos, transformando la esencia cultural y tradicional del barrio, y expulsando 
a los habitantes originarios.  Lo anterior ha llevado a la conformación de grupos de 
resistencia pacífica como la Asociación de Vecinos de Getsemaní, agremiaciones cívicas 
y culturales, la Junta de Acción Comunal, la Fundación Tu Cultura, y el movimiento 
Orgullosamente Getsemanicenses que, a través de expresiones culturales como el arte 
urbano, intentan defender su derecho al barrio (Rius-Ulldemolins & Posso, 2016). 
Bogotá no ha sido ajena a procesos gentrificadores, y este fenómeno se ha materializado 
en nuevos desarrollos inmobiliarios enfocados en la vivienda. Estos procesos se pueden 
evidenciar en los proyectos de transformación del centro histórico que han devenido en 
la expulsión de sus habitantes de bajos ingresos (Vargas, 2015). Así mismo, la localidad 
de Chapinero y la configuración espacial de los barrios aledaños a los Cerros Orientales, 
caracterizada por ser un eje de desarrollo de barrios populares autoconstruidos como 
Juan XXIII y Los Olivos (con un proceso de consolidación de más de 50 años y con 
fuertes dinámicas sociales manifestadas en la construcción de los espacios públicos y 
privados), se ha tenido que enfrentar a procesos gentrificadores debido a su ubicación 
estratégica por su cercanía al sector financiero, universidades, centros comerciales y de 
negocios, y principales vías de transporte, además de su gran valor ecosistémico. Lo 
anterior los ha convertido en un punto focal para el desarrollo de grandes y ambiciosos 
proyectos inmobiliarios. Es así como la defensa del territorio ha llevado a la conformación 
de organizaciones colectivas que intentan incidir en las políticas públicas urbanas de tal 
manera que construyan, a través de procesos participativos, mecanismos de protección 
de los barrios populares con ubicación estratégica, logrando la permanencia en el barrio 
y resistiendo a la presión de las grandes inmobiliarias que intentan expulsarlos.  
Dado lo anterior, este articulo busca responder a la siguiente pregunta: ¿Cuáles son las 
condiciones necesarias para que las organizaciones colectivas puedan incidir de 
manera efectiva en las políticas públicas urbanas de la ciudad de Bogotá para 
frenar los procesos de gentrificación?  
Partiendo de la hipótesis de que las formas de organización barrial son una herramienta 
de participación con poder de incidencia en las políticas urbanas (enfocadas en el cambio 
de valor del suelo) evitando procesos de gentrificación que afecten la permanencia de 
los habitantes en el territorio. El objetivo, entonces, es mostrar, a través de dos estudios 
de caso, la importancia de las organizaciones barriales y de las políticas públicas 
participativas en los procesos contragentrificadores de los barrios Juan XXIII y Los 




Para la elaboración del artículo se utilizaron métodos de investigación de tipo cualitativo. 
La primera etapa consistió en la revisión documental e histórica de los procesos 
socioespaciales en Chapinero Alto. De esta manera se definieron las hipótesis 
relacionadas a estos procesos. A partir de la revisión documental y el mapeo histórico se 
seleccionaron los dos estudios de caso que arrojaban patrones en torno a procesos 
gentrificadores con formas de organización en respuesta a estos procesos. Después del 
análisis documental y la selección de los dos estudios de caso, se aplicaron ocho 
entrevistas semiestructuradas a: (3) líderes barriales de organizaciones colectivas, (3) 
habitantes de los barrios objeto de estudio y (2) académicos vinculados directamente con 
estos procesos. Cada entrevista tuvo una duración aproximada de una hora. Una vez 
realizadas las entrevistas se crearon categorías de análisis derivadas del marco 
conceptual y del estado del arte.  Finalmente, las categorías definidas se relacionaron 
entre sí, de tal manera que se fue construyendo la narrativa para cada uno de los estudios 
de caso, en los que se identificaron resultados de procesos de gentrificación distintos y 
categorías de análisis que explicaban dichos procesos.  
Enfoque teórico para el análisis de los estudios de caso 
El enfoque teórico para el análisis de las políticas públicas urbanas y las organizaciones 
barriales en torno a procesos gentrificadores partió inicialmente del Marco de las 
Coaliciones de Causa de Paul Sabatier (1988) porque incorpora elementos subjetivos de 
distintos actores frente a un problema público, pero también elementos objetivos 
relacionados con el contexto bajo el cual se desarrolla la política. Entonces de acuerdo 
con el modelo de Sabatier, los actores, motivados por su sistema de creencias, 
conforman subsistemas de política o comunidades de política a partir de valores, 
creencias o intereses en común, y organizados buscan incidir en la toma de decisiones 
públicas (Gómez, 2012).  
En los casos analizados en este artículo se identificaron las siguientes coaliciones: de un 
lado, grupos de resistencia en defensa del territorio o movimientos contragentrificadores, 
y del otro, inversionistas privados o agentes gentrificadores. Bajo este enfoque y 
partiendo de la tesis de Michael Janoschka, el Estado bien puede facilitar políticas 
urbanas (de renovación y/o gentrificación,  por ejemplo)  otorgando autoridad legal y 
protección jurídica para el desarrollo de procesos urbanos  que favorezcan a la 
acumulación de capital (Coalición A) sin proteger los derechos de las clases populares 
(Janoschka 2016),  o el Estado puede desarrollar políticas de renovación urbana 
acompañadas de mecanismos de protección de los barrios populares y apoyando de 
esta manera los movimiento en defensa del territorio (Coalición B). Se puede entender, 
entonces, que las decisiones de políticas públicas urbanas dependen del nivel de 
incidencia de los grupos, coaliciones, o comunidades políticas inmersas en los procesos 
y de la capacidad de mediación de los actores intermediarios que permita llegar a 
concesos. Sin embargo, como las decisiones son tomadas por las entidades 
gubernamentales, se pueden presentar los siguientes escenarios: [a] que exista sesgo 
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hacia una de las colaciones, [b] que una de las coaliciones cuente con mejores 
mecanismos de participación, o [c] que la solución al problema no sea pertinente y 
efectiva. 
Teniendo en cuenta lo anterior, además del Marco de las Colaciones de Causa, este 
artículo se basa en el Marco Analítico de Gobernanza de Marc Hufty (2011), en el que 
se plantea que existen en la sociedad actores institucionales y no institucionales que 
interactúan entre sí para resolver problemas colectivos. Hufty además, desarrolla la 
gobernanza desde una perspectiva “no normativa”, de tal manera que se puedan 
reconocer todo tipo de procesos políticos, formales y no formales, reconociendo también 
que los actores y la relación entre estos tienen particularidades que responden al 
contexto en el que se relacionen. Este enfoque analítico contiene cinco herramientas de 
análisis: [I] problemas; [II] actores; [III] normas sociales; [IV] procesos y [V] puntos 
nodales. De acuerdo con el marco de Hufty, los actores sociales conducen a la 
formulación de reglas de juego que van a orientar el comportamiento de los actores 
sociales, pero estos, a su vez, pueden modificar dichas reglas a través de la acción 
colectiva. La acción colectiva es resultado de la interacción de los distintos actores, 
relación que puede ser conflictiva o cooperativa. Finalmente, los puntos nodales son los 
espacios en los que confluyen las interacciones y se desarrollan procesos de 
construcción frente al asunto público. (Hufty, 2011).  
Así mismo, a propósito del enfoque de gobernanza, Ana Victoria Vásquez (2010) a partir 
de Aguilar (2006) plantea qué:  
El enfoque de la gobernanza permite retratar un panorama en el que los Estados, 
y sus niveles de gobierno, aparecen como insuficientes para dirigir a la sociedad, 
y en el que los sectores social, económico y cívico, entran en escena con más 
fuerza que antes. Sea que se asuma que esta realidad refleja el debilitamiento del 
Estado y el fortalecimiento de la sociedad, o que hay un cambio en los papeles y 
funciones correspondientes. (p.250) 
La importancia del enfoque de gobernanza radica en que no es solo el Estado el tomador 
de decisiones y el hacedor de las políticas públicas, sino que en la construcción pueden 
participar todos los actores que vayan a verse afectados, y en esa medida se pueden 
garantizar medidas más justas.  
Vásquez (2010), a partir de Blanco y Goma (2006), presenta tres características del 
enfoque de gobernanza: [I] Es un enfoque complejo en la formulación de políticas 
públicas, en la medida en que los problemas que busca solucionar tienen distintas 
interpretaciones dependiendo de la visión de los actores, lo que implica análisis 
diagnósticos desde diferentes perspectivas en los que se deben involucrar a todas las 
partes afectadas. [II] Permite la participación de todos los actores de la red: la 
gobernanza garantiza la participación de todos los actores institucionales (niveles de 
gobierno) y no institucionales (empresas, organizaciones sociales) de la redes que la 
configuran. [III] Desarrolla nuevos roles e instrumentos para la gestión de las redes: le 
quita poder a la jerarquía institucional modificando el papel del Gobierno y dándole un rol 
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de coordinador de la red, que debe articularse con los distintos actores de tal manera 
que se puedan gestionar procesos de construcción de política estableciendo un marco 
común. (Vásquez, 2010) 
Luego, a partir del Marco Analítico de Gobernanza, este artículo busca analizar cómo las 
organizaciones colectivas pueden participar en la construcción de políticas públicas 
urbanas y en la toma de decisiones dentro de la agenda pública de manera efectiva. 
Aplicando el modelo, se parte de un problema identificado como gentrificación en el que 
interactúan actores sociales públicos y privados: organizaciones colectivas en defensa 
del territorio, habitantes de los barrios gentrificables, habitantes de los barrios vecinos de 
nivel socioeconómico más alto, constructoras privadas y Estado. Estos actores, 
impulsados por intereses y valores diferentes, intentan acordar mecanismos de 
apropiación del espacio o de permanencia en él a través de negociaciones que muchas 
veces son conflictivas dado a que existen asimetrías entre los actores involucrados.  
Desde el enfoque de la gobernanza, los movimientos contragentrificadores que se ubican 
dentro de la red no institucional pueden participar en la construcción de la agenda pública 
urbana logrando políticas públicas de protección de los barrios populares con ubicación 
estratégica. Las organizaciones colectivas dejan de ser simplemente una representación 
de resistencia y se convierten en grupos con poder de decisión a quienes se debe 
consultar en la elaboración de planes y, en esa medida, pueden frenar procesos 
gentrificadores.  
Análisis Conceptual: Procesos de Gentrificación, Políticas Urbanas y 
Organizaciones Colectivas 
La gentrificación como concepto nace en 1964 por Ruth Glass para explicar el proceso 
que estaban experimentando los barrios populares londinenses ocupados originalmente 
por la clase obrera y que, debido a procesos especulativos y de renovación urbana, se 
convirtieron en barrios atractivos para la clase media, lo que llevó a incrementos en los 
precios del suelo y a la expulsión progresiva de los pobladores originales que no tenían 
las condiciones económicas para responder a estos aumentos (Glass, 1964). Entonces, 
la gentrificación desde su origen implica la sustitución de una clase social de bajos 
ingresos por una clase media alta que tiene el poder adquisitivo para decidir dónde quiere 
vivir.  En términos de Luz Marina García Herrera, se define la gentrificación como la 
elitización de un espacio popular (García, 2001).  
Por otro lado, Homer Hoyt (1939) describe procesos urbanos de filtrado hacia arriba, 
donde los barrios pobres son transformados en barrios ricos a través de, por ejemplo, 
procesos de renovación urbana que terminan valorizando el suelo, encareciéndolo y 
expulsando a los pobladores de bajos ingresos (Hoyt, 1939). La renovación urbana 
constituye, entonces, uno de los instrumentos gentrificadores necesarios, pero no 
suficientes, puesto que para que se pueda hablar de gentrificación, además de la 
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renovación física del barrio, se debe transformar su estructura social y cultural (Díaz, 
2013). 
Del mismo modo, Félix Rojo (2016) presenta los tipos de renovación urbana que pueden 
devenir o no en procesos de gentrificación: [a] la renovación urbana sin expulsión y en la 
periferia, este primer tipo de renovación urbana no puede considerarse una causa de 
gentrificación puesto que no genera una transformación en la estructura social y cultural 
del barrio; [b] la renovación urbana con expulsión y en el centro, que constituye la causa 
más común de los procesos de gentrificación cumpliendo con las dos características 
fundamentales para que se pueda hablar de la existencia de este proceso: renovación 
urbana y transformación de la estructura social; y [c] la renovación urbana con expulsión 
y en la periferia, que también puede considerarse como causa de gentrificación en la 
medida en que se renueva el espacio y se transforman las estructuras sociales (Rojo, 
2016). 
Además de la renovación urbana como medio gentrificador, existen procesos de 
gentrificación por especulación inmobiliaria en donde zonas deterioradas presentan 
cambios en el valor del suelo por procesos especulativos en los que se crea la 
expectativa de la valorización futura del barrio (Boldrini & Malizia, 2016). La expectativa 
sobre el aumento del precio del suelo lleva a aumentos en los precios de las viviendas y, 
por lo tanto, al precio de los alquileres, lo que finalmente se traduce en expulsión de los 
habitantes tradicionales de ingresos bajos.  Finalmente, existen procesos de 
gentrificación que surgen como consecuencia de la resignificación de espacio dado por 
valores intangibles. Es decir, por una transformación en la forma en la que se percibe el 
barrio y los servicios que allí se prestan. El centro histórico de Buenos Aires es un claro 
ejemplo de este proceso (Lacarrieu, Girola, Thomasz, Yacovino, Lekerman & Crovara, 
2011). 
Por otro lado, existen autores que plantean una forma positiva de ver la gentrificación, 
visión que ha sido aceptada por algunos académicos, y que consiste en considerar que 
los procesos de gentrificación generan progreso para las comunidades pobres a través 
de la generación de empleo y de la integración social entre clases (Sabatini, Robles, 
Vásquez, 2009).  Sin embargo, Rojo (2016) contrasta esta visión con la de Antoine 
Casgrain y Michael Janoschka (2013), para quienes la gentrificación, lejos de ser 
positiva, genera segregación y exclusión, desplazando a los habitantes originales a la 
periferia y respondiendo a la lógica capitalista en la que los ricos se ubican en los mejores 
lugares de la ciudad (Rojo, 2016).  
Si bien la gentrificación alude en su concepto tradicional a lugares céntricos, también 
pueden existir procesos de gentrificación en lugares periféricos con algún atractivo que 
los haga deseables. A partir de las caracterizaciones que se ha hecho de los lugares que 
son susceptibles de ser gentrificados, se ha encontrado que se caracterizan por tener 
una organización social y comunitaria poco fortalecida y por presentar viviendas con 
estructuras precarias, pero lo más importante es su ubicación estratégica que los 




Los procesos de gentrificación pueden variar dependiendo del contexto donde se 
desarrollen. Sin embargo, existen elementos que son necesarios para este proceso y 
sobre los cuáles hay consenso: [a] zonas desvalorizadas ubicadas en zonas céntricas o 
zonas con algún atractivo para el sector inmobiliario; [b] personas de clase media-alta 
interesadas en ocupar estas zonas y con los recursos para pagar lo que sea necesario; 
y [c] fuentes de financiamiento para proyectos de vivienda privados (Salguero y 
Rodríguez, 2009). 
Políticas públicas urbanas. Las políticas públicas urbanas han sido entendidas 
como la toma de decisiones en torno al desarrollo de la ciudad, en la cual interactúan 
actores públicos y privados encargados de producir e implementar dichas políticas en 
todos los sectores (Vásquez, 2013). La política urbana desde el Marco Analítico de 
Gobernanza debe ser entonces incluyente, permitiendo la participación de todos los 
actores sociales en la toma de decisiones, partiendo del reconocimiento de derechos de 
quienes habitan la ciudad. Luego, no se puede hablar de política urbana sin hablar de 
derecho a la ciudad, puesto que constituye uno de sus valores básicos.  
De acuerdo con David Harvey (2013), la idea del derecho a la ciudad surge en las calles: 
en los barrios populares oprimidos, excluidos y segregados que deciden manifestarse y 
visibilizar su situación como un problema social. La exigencia del derecho a la ciudad 
constituye, entonces, una manifestación del malestar social frente a políticas públicas 
urbanas que vulneran el derecho colectivo de construir y transformar la ciudad a partir 
de las necesidades de quienes la habitan (Harvey, 2013).  
Así mismo, Henri Lefebvre (1968) define como derecho a la ciudad:  
El derecho a la vida urbana, a la centralidad renovada, a los lugares de encuentros 
y cambios, a los ritmos de vida y empleos del tiempo que permiten el uso pleno y 
entero de esos momentos y lugares. (p. 167).  
De acuerdo con Lefebvre, para los habitantes de bajos ingresos, que han sido 
rechazados del centro, el derecho a la ciudad constituye un medio y un fin en la 
construcción de ciudad.  (Lefebvre, 1968) 
Ahora bien, ¿cómo han respondido las políticas urbanas a este malestar social?  
Siguiendo a Harvey (2013), las políticas urbanas han respondido exclusivamente a las 
dinámicas de producción capitalistas generadoras de excedentes que son destinados en 
la construcción de ciudad; esto explica que los tomadores de decisiones en lo urbano 
respondan a intereses particulares de una clase económica dominante, desconociendo, 
por lo tanto, el derecho a la ciudad de las clases populares (Harvey, 2013). 
En la misma línea, Michael Janoschka (2016) plantea que el papel del Estado, como 
hacedor de políticas y tomador de decisiones, ha sido el de facilitador de los procesos 
de acumulación y reproducción de capital a través de planes de urbanización 
generadores de procesos gentrificadores, sin proteger los derechos de las clases 
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populares. Esto lo hace responsable de los desplazamientos urbanos involuntarios 
(Janoschka, 2016). 
De igual manera, Alfonso Torres Carrillo (2013), considera que el papel del Estado en 
las políticas urbanas es el de organizador del espacio en función de los sectores sociales 
dominantes. Así mismo, no es claro el rol del Estado frente al bienestar de las clases 
populares y la defensa de su derecho a la ciudad. Por el contrario, sus funciones tienden 
a favorecer intereses económicos particulares (Torres, 2013).  
En el caso Bogotano, de acuerdo con Clemencia Escallón (2014) las políticas urbanas 
continúan teniendo limitaciones conceptuales, puesto que solo se han analizado desde 
la perspectiva de transformación física y económica, sin reconocer los aspectos sociales 
y culturales que implica. Lo anterior, de acuerdo con Escallón, genera un distanciamiento 
entre lo político y técnico de la gestión urbana. No existe, por lo tanto, un discurso político, 
ni desarrollista, en la construcción de ciudad (Escallón, 2014). 
A partir de los conflictos que han generado las políticas urbanas y como resultado de los 
procesos de democratización, en los últimos años surge la idea de la gobernanza urbana 
(Vásquez, 2013) que se ubica dentro del Marco Analítico de Gobernanza en el que se 
basa este artículo.  
La gobernanza urbana, plantea Vázquez (2013), se preocupa por transformar los 
gobiernos locales incorporando diversos actores en la toma de decisiones sobre los 
problemas que están en la agenda, y visibilizando los que no para que sean puestos en 
ella – como la gentrificación, que actualmente no se reconoce dentro de la política pública 
como un problema urbano –. Es, entonces, la gobernanza urbana una suerte de salida 
para quienes reclaman derecho a la ciudad, ya que, por lo menos en principio, permite 
establecer los canales de interacción entre organizaciones sociales, gobiernos locales y 
actores económicos para el tratamiento de problemas urbanos (Vásquez, 2013). 
Organizaciones colectivas: lucha resistencia y participación en la 
conservación del suelo. La lucha urbana, plantea Torres (2013) citando a Martha 
García, se define como: “acciones sociales o colectivas protagonizadas por actores 
urbanos, respecto a derechos fundamentales, ampliaciones demoradas, y participación 
en el manejo de sus destinos como colectividad presionando respuestas eficaces de las 
autoridades” (p. 114). 
Al hablar de lucha urbana, es importante señalar los procesos de contragentrificación, 
como aquellos que han resultado de organizaciones colectivas de resistencia y en 
defensa del territorio. Estos movimientos de contragentrificación son abanderados del 
derecho a la ciudad y están intentando frenar los procesos de gentrificación en las 
grandes ciudades (Boldrini & Malizia, 2016). 
Dentro de estos procesos contragentrificadores, existen movimientos que se han 
organizado e intentan luchar contra la lógica urbana en la que se construye ciudad para 
los que tienen mayor poder adquisitivo. Estos movimientos buscan, en términos de 
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Harvey (2013), “Nuevas formas de producir lo urbano y de democratizar la gobernanza” 
(p. 35). 
Martí y Bonet (2008) plantean siete campos de acción de estos movimientos urbanos, 
sintetizados por Vargas (2015): “[a] vivienda, [b] equipamientos y servicios básicos, [c] 
defensa de la comunidad, [d] grandes eventos, [e] servicios y programas comunitarios, 
[f] exclusión y [f] lo glocal” (p.31). De acuerdo con estos campos de acción, los procesos 
de gentrificación reúnen para los movimientos urbanos todos sus escenarios de lucha 
social. Sin embargo, como lo plantea Harvey (2013), el éxito de su lucha depende del 
nivel de organización de sus estructuras, el conocimiento de sus derechos y la capacidad 
de integrarse con movimientos más amplios que les permita participar de las decisiones 
que se toman en la agenda pública (Harvey, 2013).  
Lo anterior está relacionado con la necesidad de una política urbana con enfoque de 
gobernanza que requiere: 
Considerar la participación como un bien público, crear espacios a la planeación 
normativa por fuera de las instituciones, redefinir la función del mandatario local, 
discutir la integridad del plan y hacer que la comunidad se haga presente en la 
toma de decisiones (Forero, Cardona y Córdoba, 1999, p. 105). 
Procesos de resistencia en torno a un primer proceso de gentrificación: 
construcción de la Avenida de Los Cerros. De acuerdo con Torres (2013), a principios 
de la década de los 70, el alcalde Carlos Albán Holguín (1970-1973) presenta al Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID) un proyecto para construir la Avenida de los Cerros. 
El proyecto despertó la sospecha de los habitantes de los barrios de los Cerros 
Orientales, y con ayuda de la Alianza Nacional Popular (ANAPO) crearon la Asociación 
de Barrios de Nororiente, de la que hacían parte Juan XXIII, Los Olivos, Pardo Rubio, 
San Martin, Sucre y Paraíso. Estos barrios se unieron, además, con la Asociación de 
Vecinos de la Perseverancia y juntos crearon, en Julio de 1972, la Unión de Comités 
Prodefensa de la Zona Oriental de Bogotá (Torres, 2013).  
Ahora bien, ¿por qué los habitantes de los barrios de los Cerros Orientales se oponían a 
la construcción de Av. de los Cerros?: [a] La construcción de la obra generaría una 
valorización del suelo, que se vería reflejada en aumentos en los costos de vida. [b] 
expulsaría a quienes residían justo en el trazado de la avenida viéndose obligados a 
vender a bajo precio o serían expulsados sin recibir ningún tipo de retribución. y [c] serían 
expulsados a través del hostigamiento de las constructoras (Torres, 2013). Así mismo, 
de acuerdo con Julián Soto, la construcción de la Avenida de los Cerros afectaría a los 
barrios en dos sentidos: [I] el proyecto no iba a mejorar la relación de los barrios con la 
ciudad y [II] no garantizaba el acceso a servicios públicos de los barrios que quedaran 
por encima de la avenida (Soto, 2016). 
Es así como, plantea Maritza Campo (2012), en la década de los 70 se dan 
intervenciones impuestas desde el distrito que modifican la estructura física de la ciudad 
sin considerar los diversos actores que se verían afectados por los cambios en el valor 
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del suelo. Sin embargo, estas acciones van siendo replanteadas en la medida en que 
surgen procesos de resistencia que se oponen a los planes iniciales y exigen modificarlos 
(Campo, 2012). 
Frente al proyecto de la Avenida de Los Cerros, los habitantes de los barrios, organizados 
a través de comités, realizaban acciones de defensa permanente con la intención de 
lograr: [a] derecho de permanecer en la zona; [b] declarar la zona como barrio de obreros 
para que no subieran los impuestos; [c] no aumentar el cobro de servicios públicos como 
consecuencia de la valorización; [d] frenar presión de las inmobiliarias; [e] titular a los 
poseedores; [f] informar sobre la construcción de la avenida de los cerros y difundir el 
pliego de peticiones de los barrios en medios masivos; [g] exigir la aprobación de los 
proyectos urbanos, no solo del distrito sino, además, de los afectados directamente por 
esos proyectos; y [h] garantizar el derecho a la vivienda (Torres, 2013). 
Siguiendo a Campo (2012), debido al poder que estaban tomando los comités 
prodefensa, el distrito crea una estrategia para debilitarlos. Esta estrategia consistió en 
ofrecer beneficios a quienes estuvieran dispuestos a cooperar saboteando las iniciativas 
surgidas dentro de los comités. Sin embargo, fue en el Primer Encuentro Nacional 
Popular donde dicha estrategia se puso en evidencia: al abrirse la discusión, los comités 
tomaron conciencia sobre las acciones malintencionadas del gobierno, lo que motivó aún 
más la lucha barrial (Campo, 2012). 
Finalmente se desestimuló la construcción de la Avenida de los Cerros: los tramos de la 
vía se redujeron y devino en el proyecto Av. Circunvalar, que tendría un impacto social 
menor.  
Políticas Urbanas y Procesos de Contragentrificación y Gentrificación en 
Chapinero Alto  
En Bogotá, la toma de decisiones en los procesos urbanos plantea Escallón (2014), se 
ha dado de forma unilateral: desde niveles de gobierno y sin convocar a la colectividad. 
Lo anterior ha llevado a que no existan canales de encuentro entre los actores 
involucrados, por lo que la gestión pública termina siendo una lucha entre antagonistas 
que ven en el otro un peligro para la continuidad de los procesos (Escallón, 2014):  
 (...) No hay previstos espacios de encuentro que propicien coincidencias en los 
tiempos y convergencias mínimas de intereses, por lo cual las interacciones son 
conflictivas y surgen tensiones que no conducen a la construcción de escenarios 
de confianza (p. 107). 
Además de lo anterior, en Bogotá no existe un marco normativo ni de política pública que 
reconozca como gentrificación los procesos que están experimentando los barrios con 
ubicación estratégica, lo que ha significado un gran reto para las organizaciones barriales 
en defensa del territorio. Los dos estudios de caso que se van a presentar a continuación 
presentan resultados distintos frente a procesos gentrificadores enmarcados en un 











Proceso de contragentrificación del barrio Juan XXIII1. De acuerdo con la 
reconstrucción histórica de Juan XXIII, el origen del barrio se remonta a la década de los 
60, como consecuencia del desplazamiento originado por la construcción de la represa 
del Guavio. Estas nuevas poblaciones que llegaron a los Cerros Orientales de Bogotá 
invadieron terrenos que hasta ese momento no eran atractivos para el desarrollo 
urbanístico dado su difícil acceso. A finales de los 60 surge la figura del primer líder que 
ayudaría a la construcción del barrio, el sacerdote peruano Domingo Effio. Su labor fue 
la de organizar a la comunidad para el trabajo conjunto en la realización de obras, 
mejoramiento de materiales de construcción de vivienda y dotación de servicios. De 
acuerdo con Torres (2013):  
El padre Effio pretendió fomentar la organización comunitaria desde una 
perspectiva cristiana, evitando acercarse tanto a la Central Provivienda como a 
las políticas gubernamentales de Acción Comunal. Solicitaba la colaboración de 
la primera ante intentos de desalojo, y de la segunda para gestionar la instalación 
de los servicios públicos. (p. 154) 
La organización barrial se va consolidando, y con la ayuda de estudiantes de la 
Universidad Distrital diseñan los primeros postes de energía eléctrica. La acción 
comunal, como la define la líder barrial Nelly Bejarano, les permitió autoconstruir el barrio 
y los motivó a conformar, a principios de los 70, la primera Junta de Acción Comunal 
encargada de la defensa de terrenos.   
Bejarano, interesada en recibir formación en política, filosofía e historia, se acerca a 
organizaciones independientes conformadas por intelectuales. Gracias a esta formación 
se fueron fortaleciendo sus capacidades en el conocimiento de derechos. Uno de los 
habitantes del barrio Juan XXIII reconoce los aportes de Bejarano al proceso de 
resistencia barrial y resalta lo siguiente:  
Nelly nos hizo tomar conciencia a toda la comunidad, nosotros no solo tenemos 
un terreno, vivimos en un lugar privilegiado, con calidad de aire, con vías de 
acceso, y que no está en zona de riesgo, es una mina de oro. 
El proceso de formación política los motivó a participar en 1977 en el movimiento pro 
defensa de los Cerros Orientales, que se oponía a la construcción de la Avenida de los 
Cerros. Para este mismo año, la JAC del barrio crea un vínculo con el Departamento 
Administrativo de Acción Comunal, con la intención de conseguir recursos para mejorar 
las vías internas de Juan XXIII.  
A finales de los 80, el barrio contaba con mejores vías de acceso y una evidente mejora 
en las condiciones de las viviendas. Además, se da inicio a los procesos de legalización 
a través del Acuerdo 001 de 1986 y se van generando más espacios de participación de 
las organizaciones barriales en la agenda pública, oportunidad que no es 
                                              
1 Los datos históricos aquí descritos son construidos a través de revisión documental, entrevistas personales con líderes de la JAC, habitantes del barrio 




desaprovechada por los habitantes de Juan XXIII quienes proponen el Primer Plan de 
Desarrollo Zonal, realizado por la comunidad, a partir del cual se crea la Asociación de 
Juntas de la Zona 2 de Chapinero.  
Para 1992 el Gobierno Distrital del alcalde Jaime Castro (1992 – 1994) propone el 
programa de escrituración gratuita para estratos 1 y 2. Dado que los habitantes de Juan 
XXIII no habían logrado la escrituración de sus predios, presentan la petición a la alcaldía 
de Bogotá.  
A finales de los 90, a través del Fondo de Desarrollo Local, se implementó el programa 
de arreglo de fachadas con el proyecto Locura, póngale color.  Este proyecto generó 
sentido de pertenencia y le dio identidad al barrio. De acuerdo con el relato de uno de 
sus habitantes: 
El proyecto para pintar nuestras casas nos ayudó mucho porque el barrio estaba 
tomando mala imagen. Fue un buen aporte de la administración de ese momento, 
y también de las empresas que donaron las pinturas, hizo que los jóvenes y las 
familias quisieran más al barrio, y yo creo que ha sido por la unión y el sentido de 
pertenencia que nos hemos dejado sacar de aquí.  
Así mismo, en 1999, bajo la alcaldía de Enrique Peñalosa (1998 – 2000), Juan XXIII entra 
al programa de desmarginalización de barrios, en donde se resaltan los valores, el tejido 
social y su valioso proceso de autoconstrucción. Aprovechando el contexto, para este 
mimo año la JAC de Juan XXIII solicita a la alcaldía de Enrique Peñalosa modificar la 
definición del uso del suelo, puesto que en el modelo de ordenamiento territorial Juan 
XXIII no estaba incluido como uso residencial popular exclusivo y con tratamiento, lo que 
era fundamental para la protección del barrio ante amenazas gentrificadoras. Sin 
embargo, hasta la fecha esa modificación en el Plan de Ordenamiento Territorial no se 
ha dado, lo que ha llevado a que los habitantes de Juan XXIII, con la ayuda de la 
Universidad Piloto de Colombia, actualmente estén desarrollando una propuesta para 
declarar el barrio como patrimonio histórico, de tal manera que pueda protegerse de 
proyectos urbanísticos que amenacen con expulsarlos.  De acuerdo con Federico 
Mayorga, fiscal de la JAC de Juan XXIII:  
Con la ayuda del profesor Walter López de la Universidad Piloto estamos tratando 
de que nos reconozcan como patrimonio histórico para que de esta manera se 
asegure la protección del barrio y deje de ser negocio para las empresas privadas. 
Mientras que no exista una política pública que proteja a los barrios populares con 
ubicación estratégica, la principal herramienta de lucha de los habitantes de Juan XXIII 
seguirá siendo el conocimiento de sus derechos sobre el barrio, herramienta que les ha 
permitido no ceder ante ofrecimientos de grandes constructoras. Como lo plantea 
Mayorga: 
Nuestra resistencia ahora es no vender, enfrentamos a las constructoras y vemos 
que las negociaciones son injustas. Nos ofrecen 100 millones de pesos y en 
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promedio en cada casa hay 4 o 6 familias, si uno divide eso entre las familias no 
le alcanza para nada. Así nos dieran más plata, eso no nos alcanza para un 
terreno en un lugar tan bueno como este. 
La incidencia del barrio en los asuntos públicos urbanos se dio gracias al interés de 
líderes barriales como Effio y Bejarano que, enfocados en la formación política y 
comunitaria, potenciaron sus conocimientos en políticas urbanas. Desde entonces, los 
líderes barriales de Juan XXIII, a través de la JAC, han participado activamente en los 
Planes de Desarrollo de la localidad. Pero, sin duda, el logro más valioso de esta 
organización barrial es haber logrado resistir a la amenaza constante de grandes 
constructoras interesadas en desarrollar proyectos urbanísticos para estratos altos.  
El barrio Juan XXIII representa un ejemplo de contragentrificación puesto que sus 
habitantes han ganado el derecho a permanecer en esta zona céntrica de la ciudad de 
Bogotá a través de la acción colectiva.  
 
Proceso de gentrificación del barrio Los Olivos2 
 
Sánchez, A. (2017). Barrio Los Olivos. [Fotografía] 
El proceso de gentrificación del barrio Los Olivos inicia con la construcción de la Avenida 
Circunvalar en 1981 en la medida en que esta valoriza el suelo y da mayor accesibilidad 
al barrio, por lo que comienza a ser atractivo para el desarrollo de proyectos urbanísticos 
de alto nivel económico. La legalización del barrio se da en 1996 con la resolución 1126, 
luego de 40 años de ocupación.  
                                              
2 Los datos aquí descritos son construidos a través de revisión documental, entrevistas personales con líderes de organizaciones, 
habitantes del barrio los Olivos, y académicos de la Unipiloto.  
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Finalizando la década del 2000 se inicia un proceso de compra de predios a través del 
intermediario Edmundo Castro, contratado por la Fiduciaria Davivienda, interesada en 
desarrollar proyectos urbanísticos para estratos altos. De acuerdo con Mauricio Rico, 
presidente de CORPOSEPTIMA: 
El intermediario debía generar presión en los habitantes del barrio. Castro actuaba 
en cooperación con la JAC del barrio, la cual estaba encargada de convencer a 
los propietarios de vender.   
En una noticia de julio del 2010 del archivo de El Tiempo, “Los Olivos, el barrio que 
apetece el estrato 6”, se encuentra documentado el proceso desde la perspectiva de los 
habitantes frente a la compra de predios por parte de Edmundo Castro: 
Sabemos que ese señor ha hecho otras negociaciones en barrios cercanos y les 
ha comprado a 'precio de huevo', pero acá va a ser diferente porque la mayoría 
apreciamos lo que tenemos y lo que nos ha costado conseguirlo. 
Los habitantes del barrio, dado que no estaban organizados ni conocían sus derechos, 
comenzaron a ceder frente a la presión de las constructoras, el intermediario y las JAC, 
y muchos vendieron sus predios a precios muy bajos. Inicialmente había 100 familias en 
Los Olivos, después del proceso de compra de predios quedaron 35. De acuerdo con 
uno de los habitantes del barrio: “No estábamos organizados en el barrio, no había unión 
y muchos tenían miedo de perder su terreno”. 
En medio de este proceso entra CORPOSEPTIMA3 como organismo defensor del barrio 
Los Olivos. Su labor consistió, en principio, en crear conciencia en los habitantes del 
barrio sobre el valor del suelo que ocupaban. Es así como esta organización, junto a las 
familias que no deseaban vender, se acercan a la alcaldía de Gustavo Petro (2012 –
2015) con la intención de que protegiera su permanencia en el barrio. Como respuesta 
a esta problemática, las medidas implementadas por la alcaldía de Petro consistieron en 
quitarle valor al suelo de los barrios de los Cerros Orientales a través del Decreto 562 de 
2014 de altura restringida (Decreto derogado por Peñalosa con el Decreto 079 de 2016), 
lo que desincentivaría a las constructoras de grandes proyectos inmobiliarios. Además, 
el barrio fue declarado zona de mejoramiento integral, y junto con Metrovivienda se 
construyeron casas de interés prioritario. El objetivo del proyecto distrital era proteger al 
barrio popular del proceso de expulsión que estaban experimentando sus habitantes, tal 
y como está planteado en el Decreto 274 de 2014:  
El proyecto urbanístico de iniciativa pública denominado "Los Olivos" está dirigido 
a promover la revitalización de las condiciones urbanas de una zona de 
mejoramiento integral, así como la densificación de esta, protegiendo y 
garantizando la permanencia de los pobladores originales del sector.  
                                              
3 Corporación de Vecinos de la Carrera Séptima.  
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Como resultado, los predios que habían sido adquiridos por la Fiduciaria fueron 
expropiados por el distrito con el decreto 274 de 2014 y destinados para la construcción 
de Viviendas de Interés Prioritario. De acuerdo con el reportaje del 17 de abril de 2015 
“Sube la tensión en barrio Los Olivos en Bogotá” del archivo de El Espectador, la apuesta 
del distrito era que los habitantes y no los privados aprovecharan la plusvalía del suelo. 
Sin embargo, la política de protección llegó tarde y la solución terminó destruyendo un 
barrio con años de historia. Se construyeron viviendas de interés social en espacios 
insuficientes para estas familias, puesto que en cada casa destruida habitaban en 
promedio 5 familias. De igual manera, las fuentes de ingresos de los habitantes del barrio 
se vieron afectadas porque sus casas autoconstruidas prestaban diversas funciones y 
representaban fuentes de ingresos por concepto de arriendos o pequeños negocios.  
Al final del proceso, el barrio Los Olivos desapareció frente a la presión de las 
constructoras y una política de protección tardía y desconocedora de las necesidades de 
los habitantes del barrio. Los Olivos refleja la suerte de los barrios populares que carecen 
de una política urbana inclusiva y participativa, que no cuentan con una organización 
barrial fortalecida ni con mecanismos de participación efectivos, y en la que cada 
individuo actúa de manera independiente.  Lo anterior terminó por desplazar a más de 
50 familias hacia la periferia de la ciudad, alejados de los beneficios que les generaba 
vivir en un lugar céntrico. Actualmente CORPOSEPTIMA adelanta un trabajo con los 
habitantes de los barrios de los Cerros Orientales centrado en la recuperación del tejido 
social, el conocimiento de sus derechos como habitantes del barrio, generación de 
capacidades en participación comunitaria e incidencia en las decisiones de la agenda 





Figura 2: Línea de tiempo: organizaciones barriales y políticas urbanas en Chapinero Alto.  
Elaboración propia. 
Reflexiones Finales  
Existe una problemática en los Cerros Orientales de Bogotá evidenciada en el cambio 
de la estructura socioeconómica y socioespacial de los barrios que los conforman. Desde 
el enfoque de Coaliciones de Causa se pueden identificar diversos actores o 
comunidades políticas que hacen parte de estos procesos: [I] el Estado, a través de 
proyectos de infraestructura vial (Av. de los Cerros, Av. Circunvalar) y renovación urbana, 
e iniciativas  públicas de protección como el decreto 274 de 2014; [II] inversionistas 
privados con proyectos urbanísticos para población de altos ingresos; y [III] 
organizaciones en defensa del territorio (organizaciones de vecinos, organizaciones 
políticas, académicos, JAC, etc). En los dos estudios de caso analizados, este proceso 
ha tenido resultados diferentes pese a estar ubicados en el mismo contexto. La diferencia 
principal radica en el conocimiento de derechos y deberes de los habitantes del barrio 
Juan XXIII que les ha permitido participar activamente en comités en defensa del 
territorio, y los ha motivado a construir junto con grupos de académicos, propuestas de 
políticas de protección construidas por la comunidad. De acuerdo con lo anterior, y 
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respondiendo a cuáles son las condiciones necesarias para que las organizaciones 
colectivas puedan incidir de manera efectiva en las políticas pública urbanas, se 
hacen las siguientes reflexiones: 
• El conocimiento de derechos y deberes por parte de los habitantes de los 
barrios (con el acompañamiento pedagógico de la academia o de las 
instituciones) es la principal herramienta que se debe generar desde la 
gestión urbana para que exista una participación en la agenda pública que 
efectivamente tenga incidencia.  
• Desde el Marco de Análisis de Gobernanza es necesario que la solución a la 
problemática de los barrios populares de los Cerros Orientales se dé a través de 
políticas urbanas de protección, pero construidas de manera participativa 
de tal manera que se puedan frenar procesos gentrificadores, respondiendo a los 
intereses y necesidades de los habitantes de los barrios y para ello se requiere 
qué: [I] los grupos en defensa del territorio o las organizaciones barriales 
puedan hacer parte del diseño de la política urbana; [II] existan procesos 
institucionales de formación organizacional en los barrios; [III] se generen 
mecanismos de consulta previa a las intervenciones; y [IV] en la toma de 
decisiones, desde el diseño hasta la implementación, todas los actores 
puedan tener voz y voto.   En el caso de Los Olivos, el intento de protección del 
barrio a través del decreto 274 de 2014 se dio sin un enfoque de gobernanza, es 
decir, sin que la solución a la problemática fuera concertada y, en esta medida, no 
fue una política favorecedora para los actores involucrados puesto que terminó 
por destruir las estructuras socioeconómicas existentes.  
• Si bien las políticas de renovación urbana o los megaproyectos no pueden ser 
vistos por sí mismos como instrumentos gentrificadores, la falta de mecanismos 
de protección para los barrios que vayan a verse afectados directamente por estos 
proyectos sí puede ser un factor causal de expulsión o desplazamiento 
involuntario de los habitantes de las comunidades afectadas. Por lo tanto, dentro 
del diseño de políticas urbanas es fundamental: [I] generar herramientas que 
permitan entender la estructura social fortalecida a lo largo de la historia de 
estos asentamientos; [II] analizar los costos sociales de los proyectos a 
implementar; y [III] desarrollar estrategias para mitigarlos.  
• En cuanto a los mecanismos de participación, si bien en los años 60 existían 
diversas organizaciones como Juntas de Mejora, Juntas de Vecinos, Comités 
ProDefensa de los Cerros Orientales, Organización de los Destechados, entre 
otras, con la conformación de las Juntas de Acción Comunal estas organizaciones 
pierden peso, puesto que no son tenidas en cuenta como organismos tomadores 
de decisiones en la escena pública y dejan de ser legales, aunque dentro de los 
barrios tengan legitimidad. Las Juntas de Acción Comunal, entonces, se han 
convertido en el espacio de participación política de los barrios con poder de 
incidencia y negociación.  Sin embargo, en algunos casos su papel no ha sido el 
de defensor de los derechos de los barrios, sino que se han comportado como 
defensoras de los intereses de agentes externos. Dado lo anterior, es importante 
que se reconozcan otras formas de organización barrial independientes y 
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